
Bogotá D.C., veintitrés (23) de abril de 2020.  
 
Honorable Magistrado(a)  
Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá 
Sala Civil - Reparto 
E. S. D. 
 
Accionante:  Puerta de Rosales S.A. – En Reorganización 
Accionado:  Superintendencia de Sociedades - Delegatura de 

Procedimientos de Insolvencia. 
 
Asunto:    Acción de Tutela  

 
Ingrid Rocío Sánchez de Fidalgo, mayor de edad, domiciliada en Bogotá, 

identificada con cédula de ciudadanía No. 38.260.544, en mi calidad de 
Representante Legal Suplente de la sociedad Puerta de Rosales S.A. - En 
Reorganización, sociedad legalmente constituida, domiciliada en la ciudad de 
Bogotá, identificada con el NIT. 900.156.893-5, todo lo cual consta en el certificado 
de existencia y representación legal expedido por la Cámara de Comercio de Bogotá, 
manifiesto que de conformidad con el artículo 86 de la Constitución Política y sus 
Decretos Reglamentarios, interpongo Acción de Tutela en contra la Delegatura de 
Procedimientos de Insolvencia de la Superintendencia de Sociedades, con el 
objeto de que se ampare el derecho fundamental al Debido Proceso de la sociedad 
que represento. 
 

I. Hechos 

 
1. Puerta de Rosales S.A., se constituyó mediante escritura pública No. 0002942 de 
30 de abril de 2007, otorgada ante la Notaria 38 del Círculo de Bogotá, inscrita en la 
Cámara de Comercio de Bogotá el 16 de abril del mismo año, bajo el número 
01131307 del Libro IX, matrícula mercantil 01703956. 
 
2. La sociedad tiene como objeto social: 1) La construcción de toda clase de bienes 
inmuebles y finca raíz, como también la construcción de toda clase de inmuebles 
destinados a la hotelería, 2) La ejecución de toda clase de negocios inmobiliarios, 
tales como la compra, venta, arriendo, permuta, comodato; 3) Comprar, vender, 
permutar, dar en arrendamiento, negociar, gravar con prenda cualquier clase de 
bienes muebles, derechos reales y personales, etc.  
3. El 23 de marzo de 2011 Seteyco S.A., en calidad de Fideicomitente A1, Inversiones 
Cafi S.A., en calidad de fideicomitente B2, Puerta de Rosales, en calidad de  
 
 

                                                             
1 “PRIMERA. DEFINICIONES: (…) 1.4. FIDEICOMITENTES A Y B: Son las sociedades identificadas al inicio del presente 
contrato, quienes desarrollarán bajo su propia cuenta, riesgo, responsabilidad y autonomía técnica, jurídica, administrativa y 
financiera el proyecto inmobiliario sobre LOS INMUEBLES que más adelante se determinan. 

1.5. FIDEICOMITENTE A: Es la sociedad que se identifica al inicio del presente contrato quién será responsable de la gerencia 
financiera y técnica del proyecto inmobiliario”. 
2 “1.6. FIDEICOMITENTE B: Es la sociedad que se identifica al inicio del presente contrato quien se encargará de la construcción 

del proyecto inmobiliario”. 
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Bogotá D.C., 21 de mayo de 2018 
 
Doctora 
GRACIELA MARIA SALDARRIAGA MOLINA 
Coordinadora Grupo de Reorganización Empresarial 
SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES 
Ciudad 
 
ASUNTO:    SOLICITUD ADMISION PROCESO DE REORGANIZACIÓN EMPRESARIAL  

SOLICITANTE: PUERTA DE ROSALES S.A. 
NIT. No. 900.156.893-5 

 
Respetada doctora: 
CARLOS PAEZ MARTIN, mayor de edad, vecino de la ciudad de Bogotá, identificado con la cédula 
de ciudadanía No. 80.094.563 expedida en Bogotá, obrando en mi calidad de apoderado de la 
sociedad PUERTA DE ROSALES S.A., debidamente constituida e identificada con el Nit. No. 
900.156.893-5; mediante el presente escrito me dirijo al Despacho, con el fin de solicitar la APERTURA 
del Proceso de Reorganización Empresarial reglado por la Ley 1116 de 2006, teniendo en cuenta los 
siguientes aspectos:  
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1. DEL DEUDOR: 

 

a) Representante Legal: 

 



La sociedad está representada legalmente por el señor CARLOS FIDALGO MORENO, 
identificado con la cédula de ciudadanía No. 162.088 expedida en Bogotá, quien reside 
actualmente en la ciudad de Bogotá D.C. 
 

b) Constitución de la sociedad: 

 
PUERTA DE ROSALES S.A., es una empresa que se constituyó mediante escritura 
pública No. 0002942 de fecha 30 de abril de 2007, otorgada ante la Notaria 38 de Bogotá, 
inscrita en la Cámara de Comercio de Bogotá el 16 de abril del mismo año, bajo el número 
01131307 del Libro IX, matricula mercantil 01703956. 
 
El domicilio social de la empresa se encuentra ubicado en la carrera 8 No. 56-24 de la 
ciudad de Bogotá D.C. 

 
c) Objeto Social: 

 
La sociedad tiene como objeto social: 1) La construcción de toda clase de bienes 
inmuebles y finca raíz, como también la construcción de toda clase de inmuebles 
destinados a la hotelería, s) La ejecución de toda clase de negocios inmobiliarios, tales 
como la compra, venta, arriendo, permuta, comodato; 3) Comprar, vender, permutar, dar 
en arrendamiento, negociar, gravar con prenda cualquier clase de bienes muebles, 
derechos reales y personales, etc. 

 
d) Constitución de Patrimonios Autónomos 

  
En desarrollo de su objeto social, PUERTA DE ROSALES S.A. aportó a un proyecto 
inmobiliario Hotelero dos inmuebles de su propiedad.  Para llevar a cabo la promoción, 
desarrollo y dirección del Proyecto URAKU SUITES, se acudió a la constitución de dos 
patrimonios autónomos: 
  
i. Contrato de fiducia Mercantil de Administración – Fideicomiso Lote Proyecto Uraku Suites, 

celebrado el 23 de marzo de 2011 con ACCION SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A. al cual fueron 
aportados los inmuebles identificados con matrículas inmobiliarias Nos.   50C-585378 y 50C-
1580435, de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Bogotá D.C. – Zona Centro, 
sobre los cuales fue construido el Edificio Uraku Suites. 
 

ii. Contrato de fiducia Mercantil de Administración – Fideicomiso Recursos Proyecto Uraku 
Suites, celebrado el 23 de marzo de 2011 con ACCION SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A. el cual 
fue creado para la recibir de los fideicomitentes y de los beneficiarios de área, quienes se 
vinculaban al proyecto como promitentes compradores, los recursos necesarios para el 
desarrollo del proyecto. 

 
Así las cosas, tenemos que los contratos de fiducia mercantil, los contratos con los 
futuros beneficiarios del fideicomiso, los contratos con los proveedores que prestaron 
sus servicios al hotel, la gerencia del proyecto, contrato de operación, convergen o 
tienen conexidad  y en consecuencia son coligados entre sí y cuya finalidad es la 
terminación en un 100% del hotel, la dotación del mismo y de esta manera, ponerlo 
en operación a través de un operador experto en operación hotelera, para el caso 



concreto tenemos que existe intensión por parte de Hoteles Hilton en asumir la 
operación del hotel. 
 
Por lo anterior, es indispensable que las acciones judiciales que se adelantan en 
contra del citado fideicomiso como lo es, en acción ejecutiva hipotecaria que cursa en 
el juzgado 14 Civil del Circuito de Bogotá, iniciado por Banco Colpatria, bajo el 
radicado No. 11001310301420150071200, se suspenda con el objeto de poder 
reorganizar los pasivos de la sociedad,  
 
Acerca de la coligación de los contratos nos permitimos  permitimos hacer referencia 
a la sentencia proferida por la honorable Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación 
Civil, magistrado ponente Álvaro Fernando García Restrepo, sentencia de casación 
SC18476-2017, radicado 68001-31-03-001-1998-00181-02, que sobre este particular 
expresó: 

 

Introducción. El coligamiento contractual, Generalidades.  

1. Por lo que aquí habrá de resolverse, antes de abordar el estudio de la acción intentada se 

dilucidarán, en lo que resulta indispensable, las uniones de contratos, temática sin lugar a 

dudas novedosa y que, como se verá, orientará las decisiones que aquí van a adoptarse.  

2. La realidad de los negocios enseña que hoy en día, muchos de ellos requieren para su 

materialización la celebración de dos o más contratos, en sentido estricto, puesto que sólo 

de la completa y oportuna ejecución de cada uno de ellos y de todos en conjunto, puede 

conseguirse el propósito perseguido, a diferencia de lo que, por regla general, ocurría antes, 

cuando el contrato era concebido aisladamente, de modo que su realización, entendida como 

un acto individual y completamente autónomo, satisfacía las necesidades de los interesados 

en su celebración.   

Por eso, con razón se ha dicho que “[e]l individualismo contractual viene dejando paso a la 

contratación grupal. Y ello no resulta caprichoso, puesto que lo perseguido es ahora un 

resultado negocial, una operación económica global, buscada a través de un ‘programa’ que 

una o varias empresas proponen. (…). Se trata ahora de contratos entrelazados en un 

conjunto económico, persiguiendo lo que se ha dado en llamar una ‘misma prestación 

esencial’, un ‘todo’ contractual para un mismo y único negocio. (…). El acento aparece puesto 

en el ‘negocio’ y no en el ‘contrato’. (…). Y de allí la conexidad, vinculación, relación o 

colegiación. (…). Con las mismas ‘partes’ o con ‘partes’ que sólo coinciden a medias”3. 

3. Trátase de la utilización práctica de las diferentes tipologías contractuales, que se enlazan 

para conformar una unidad negocial inescindible, de modo que surgen entre las diversas 

formas aplicadas una relación ya sea de mutua dependencia, ora de subordinación, todo en 

procura de facilitar el intercambio de bienes y productos, la prestación de servicios y el crédito. 

Es lo que la doctrina y la jurisprudencia han dado en designar como, entre muchas otras 

locuciones, unión, coligamiento o vinculación de contratos, figura que supone una pluralidad 

de ellos que, sin perder su fisonomía y autonomía propias, se conjugan para la efectiva 

realización de una operación económica, que sólo de esta manera puede obtenerse. 

                                                             
3 Moseet Iturraspe, Jorge. “Contratos Conexos. Grupos y redes de contratos”. Santa Fe, Rubinzal – Culzoni Editores, 

1999, pág. 9. 



La compraventa con el otorgamiento de un crédito para atender parte del valor de la cosa 

transferida, por ejemplo, implica la realización de dos contratos íntimamente ligados entre sí: 

el de enajenación, propiamente dicho; y, aparejadamente, el del mutuo de dinero. Solamente 

en la medida que el primero se materialice, tiene razón de ser el segundo; y, correlativamente, 

sólo cuando éste se concreta, aquél puede entenderse cumplido. De suyo que si el inicial 

falla, el otro carece de causa; y que si el que tiene tropiezos es el último, la obligación de 

pagar el precio por parte del comprador, habrá de tenerse por insatisfecha. 

4. El fenómeno que se comenta, no debe confundirse con los contratos complejos o mixtos, en 

los que se está en presencia de un único negocio jurídico, por lo general atípico, que integra 

diversas situaciones de variado temperamento, en procura de la consecución de su fin. Como 

se nota, en este supuesto hay un sólo contrato que refleja en su interior la previsión de 

diferentes figuras autónomas, que se suman, para permitir la concreción de su objeto. 

Es del caso enfatizar, entonces, que el coligamiento de contratos se da cuando hay lugar a 

la celebración de dos o más convenciones, cada una sometida a las normas que la regulan 

y dirigida al fin que la caracteriza, pero que sirven a un propósito que las supera y arropa, 

cuyo logro sólo es posible en virtud de su armónica conjunción.  

“Cuando existen varios contratos -señala un autorizado autor argentino- el fenómeno es 

distinto de la atipicidad, apreciada ésta en sentido estricto. En el contrato atípico existe una 

deformación del tipo en virtud de cláusulas que las partes incorporan a un contrato. En el 

supuesto de varios contratos, ellos mantienen su tipicidad y autonomía, pero existe una 

finalidad ‘supracontractual’, un negocio que se quiere hacer y para el cual se utilizan varios 

tipos contractuales”4 (subrayas fuera del texto). 

En otros términos: “Son hechos conocidos la aparición y el incremento constante de los 

contratos atípicos en el tráfico jurídico de los países industrializados. Su razón de ser está, 

principalmente, en el nacimiento de nuevas necesidades económicas, que exigen la 

búsqueda de formas contractuales distintas a las reguladas en las leyes. Sin embargo, no es 

éste el único efecto, en el ámbito del nacimiento de nuevos esquemas negociales, que el 

desarrollo socio-económico y la proclamación del principio de la autonomía de la voluntad 

han tenido en la práctica contractual. (…). Y es que, por un lado, se asiste al florecimiento de 

nuevos contratos que carecen de regulación propia, y son frecuentes los supuestos de 

utilización de los tipos contractuales para fines que se apartan de aquéllos que motivaron su 

plasmación legal (negocios indirectos). Pero, por otro lado, también se advierte en la práctica 

la existencia y la proliferación constante de contratos conexos. En efecto, a menudo los 

particulares concluyen simultánea o sucesivamente diversos contratos que presentan un 

vínculo de dependencia, vínculo que les resta autonomía y lleva a diferenciarlos del contrato 

considerado como figura cerrada, completa y aislada. No estamos aquí ante la formación de 

convenios ex novo o que resultan de la fusión de las prestaciones de diversos tipos; la 

especificidad del supuesto reside en la celebración de varios contratos -típicos o atípicos- 

formalmente independientes pero que, desde un punto de vista funcional, se relacionan entre 

sí en sentido unilateral o recíproco”5 (subrayas fuera del texto). 

5. La Corte, con notoria anticipación al desarrollo generalizado del fenómeno, respecto de él, 

en antaño, señaló: 

                                                             
4 Lorenzetti, Ricardo Luis. “Tratado de los Contratos”. Tomo I. Santa Fe, Rubinzal – Culzoni Editores, 2004, pág. 33. 

 
5 López Frías, Ana. “Los contratos conexos. Estudio de supuestos concretos y ensayo de una construcción doctrinal”. 
Barcelona, José María Bosch Editor S.A., 1994, págs. 21 y 22. 



Bajo nuestro régimen jurídico, la ley reglamenta ciertos tipos de contratos, lo cual no impide 

al tráfico moverse dentro de especies de convenciones distintas que satisfagan necesidades 

presentes no previstas por el legislador, debido a que él, que obtiene sus materiales del 

pasado, se halla a menudo en retardo respecto de los hechos económicos. 

Las relaciones convencionales que no encajan dentro de ninguno de los tipos reglamentados 

de contrato, se aprecian por analogía del tipo contractual afín al punto de vista jurídico 

pertinente, o por los principios generales del derecho de las obligaciones y contratos, y, a 

título complementario, por el arbitrio judicial. Bien entendido que éstos criterios no han de 

violentar la voluntad libremente configurada de las partes dentro de los amplios límites a ella 

trazados por el legislador. 

Procede observar que no pueden aplicarse en absoluto y sin excepción las reglas 

establecidas para un tipo determinado de contrato, cuando el que se celebró, no obstante 

corresponder en lo general a ese tipo, exija un trato divergente, debido a su fin especial, 

articulado en la convención misma. 

Se reitera jurisprudencia, según la cual (con prescindencia de los contratos sui géneris o 

atípicos, esto es, aquellas convenciones cuyo contenido es tan particular que no puedan 

asimilarse a ninguno de los contratos tipos), la combinación de diferentes tipos de contrato o 

de prestaciones correspondientes a diversos contratos tipos, se presenta en estas formas: 1ª 

Uniones de contratos; 2ª Contratos mixtos y 3ª Contratos típicos con prestaciones de otra 

especie. 

Las uniones de contratos se subdividen a su turno en tres especies: a) Unión simplemente 

externa. Los distintos contratos tipos, independientes unos de otros, aparecen unidos 

externamente sin que haya subordinación de los unos respecto de los otros. Por ejemplo, en 

una misma escritura pública concluyen las dos partes un contrato de compraventa de una 

cosa y de arrendamiento de otra. Esta unión no incide sobre la apreciación de las respectivas 

convenciones, cada una de las cuales sigue las pautas legales que le son propias. b) Unión 

con dependencia unilateral o bilateral. Los distintos contratos tipos que aparecen unidos 

exteriormente son queridos como un todo. Se establece entre ellos, por las partes, una 

recíproca dependencia en el sentido de que el uno o los unos dependan del otro o de los 

otros, pero no al contrario. Tal intención de los contratantes debe aparecer expresa o tácita. 

En este último caso, ella puede resultar de las relaciones económicas que medien entre las 

diferentes prestaciones. Por ejemplo, vendes una maquinaria para beneficiar café y al mismo 

tiempo, mediante una suma, te obligas a su montaje. Salvo para los efectos de la validez y 

de la revocación, en los cuales la de uno implica también la del otro, se juzgan por las normas 

del tipo a que se ajustan. c) Unión alternativa. Una condición enlaza los distintos contratos en 

forma que si el suceso positivo no acaece o si acaece el negativo, se entienda concluido uno 

u otro contrato. Por ejemplo, compras un cafetal si para la cosecha que se beneficiará dentro 

de un mes el precio del grano se sostiene, y en caso contrario, lo tomas en arrendamiento 

por un año. En este supuesto, existe solamente aquel de los contratos que, desenvuelta la 

condición, las partes desearon y, por lo tanto, decide el derecho propio del contrato que ello 

determinó. 

Los contratos mixtos se subdividen igualmente en tres especies: a) Los gemelos o 

combinados. En esta hipótesis, una de las partes se obliga a una contraprestación unitaria a 

cambio de varias obligaciones principales que corresponde a distintos tipos de contratos 

contraídos por la otra parte. Aquí no se da el fenómeno de los contratos unidos entre sí. Sólo 

se trata de dos o más tipos de contratos mezclados. (…). b) Contratos mixtos en sentido 

estricto en donde se da un elemento que corresponde a un contrato de otro tipo. (…). c) Los 

contratos de doble tipo en los cuales su contenido se amolda a dos tipos de contratos 



distintos, de modo que todo el negocio se presenta como una convención que puede ser ya 

de la una o de la otra especie. (…). 

En cuanto a los contratos específicos con prestaciones subordinadas de otra especie, se 

caracterizan en que en su conjunto se amoldan únicamente a un solo tipo. Por ejemplo, te 

vendo un artículo empacado, siendo entendido que los empaques debes devolvérmelos. Esta 

prestación de otra especie, subordinada al fin principal de la convención, puede revelarse 

bien en un sentido secundario a esa finalidad total del contrato, o bien como medio 

encaminado a facilitar o posibilitar la realización de la prestación principal. En ambos 

supuestos, se aplican los textos legales que rigen el contrato tipo. Excepcionalmente puede 

tratarse la prestación secundaria por analogía del contrato al cual pertenece (subrayas fuera 

del texto)6.     

En época mucho más reciente, la Sala tuvo oportunidad de explicar que: 

En esos términos, en materia de concordatos, sucede con frecuencia que en ejercicio de la 

llamada autonomía negocial y tras de expresar su voluntad en un único documento, las partes 

le dan vida a diversos contratos que, aun conservando su identidad típica y por ende 

quedando sometidos a la regulación que les es propia, quedan sin embargo coligados entre 

sí, funcionalmente y con relación de recíproca dependencia, hasta el punto de que las 

vicisitudes de uno, en mayor o menor grado, pueden repercutir en los otros, casos en los 

cuales es deber de los jueces establecer con cuidado y con base en las pruebas recaudadas 

si, además de las finalidades de cada uno de los contratos celebrados, existe o no un objetivo 

conjunto y general querido por las partes. 

Así, en los contratos coligados, según enseña la doctrina, no hay un único contrato atípico 

con causa mixta ‘… sino una pluralidad combinada de contratos, cada uno de los cuales 

responde a una causa autónoma, aun cuando en conjunto tiendan a la realización de una 

operación económica unitaria y compleja, luego el criterio de distinción no es aquél, formal, 

de la unidad o de la pluralidad de los documentos contractuales, ya que un contrato puede 

resultar de varios textos y, por contra, un único texto puede reunir varios contratos. El criterio 

es sustancial y resulta de la unidad o pluralidad de causas…’ (Francesco Galgano. El Negocio 

Jurídico. Cap. IV. Sección 2ª. Núm. 26); en otras palabras, habrá conexión contractual cuando 

celebrados varios convenios deba entenderse que desde el punto de vista jurídico no pueden 

ser tratados como absolutamente independientes, bien porque su naturaleza y estructura así 

lo exija, o bien porque entonces quedaría sin sentido la disposición de intereses configurada 

por las partes y articulada mediante la combinación instrumental en cuestión7 (subrayas fuera 

del texto). 

Y en tiempo relativamente próximo, la Corte, con mayor amplitud, volvió a ocuparse del tema, 

en los términos que a espacio pasan a reproducirse, por su importancia: 

(…) Ahora bien, en lo que concierne al cargo auscultado, patente resulta entonces que, dentro 

del elenco de novedades que la actividad comercial ha suscitado en las últimas décadas, ha 

de fijarse la atención en aquella que refiere a la conexidad contractual, fenómeno sobre el 

cual, huelga acotarse desde ya, la doctrina y la jurisprudencia no es unánime en cuanto a su 

definición o a sus características y, menos aún, a sus efectos y alcances. Es pues una materia 

controversial, más allá de que una sea la postura dominante en la dogmática jurídica.  

Sobre este tema, ab initio, cabe advertir que las normas positivas, tanto civiles como 

comerciales, en el concierto nacional (Códigos Civil y Comercial), no se ocupan, stricto sensu, 
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7 CSJ, SC 068 del 6 de octubre de 1999, Rad. n.° 5224.  



de regular específica y sustantivamente esa clase de operaciones negociales, como quiera 

que, por regla, la legislación patria y buena parte de la internacional, aún mantiene la 

concepción individual del contrato, concibiéndolo como una serie de prototipos aislados, 

como tangencialmente se señaló. 

Desde un ángulo funcional, amén que realista, el fenómeno materia de análisis, revela que, 

en procura de la realización de una operación económica, los interesados celebran 

diversos contratos, de manera que solo el conjunto de ellos y, más concretamente, su 

cabal ejecución, los conduce a la consecución del objetivo que persiguen. Por ello 

acuden a la pluralidad negocial, como quiera que dicho objetivo, en sí mismo, no 

siempre pueden obtenerlo a través de la realización de un solo tipo negocial. De ahí 

que, lato sensu, se aluda a la expresión ‘operación económica’, sin duda de carácter más 

omnicomprensiva, a la vez que desprovista de alcances puramente jurídicos, ya que es una 

locución ante todo descriptiva. 

Solo a título de elocuente ejemplo, puede mencionarse la compraventa aunada a un mutuo, 

que sirve a la financiación del precio; o las adquisiciones de bienes o servicios con tarjetas 

de crédito, entre otros supuestos, incluido el contrato que detiene la atención de la Corte en 

esta providencia -‘lease back’, retroarriendo o leasing de retorno, aclara la Sala-. En cada 

uno de esos casos, emerge que la obtención del resultado final, depende de la adecuada 

concreción de los diversos negocios celebrados, pues sin la compraventa o la prestación 

de servicios, no habría razón para el crédito y sin éste, a su turno, no podría verificarse uno 

u otro de aquellos. Por lo tanto, solamente la realización de la enajenación o del servicio 

contratado y el perfeccionamiento de la financiación, traduciría para los intervinientes, 

independientemente de su número, el logro de su objetivo deseado, específicamente del fin 

práctico que los condujo a celebrar los aducidos negocios jurídicos.   

(…)  

(…) Sin pretender elaborar un concepto terminado del fenómeno de que se trata, sino con 

ánimo, más bien, de destacar los elementos que lo estereotipan, cabe decir que él opera, así 

parezca obvio señalarlo, en el supuesto inexorable de una pluralidad de contratos 

autónomos (dos o más), entre los cuales existe un ligamen de dependencia que, 

jurídicamente, trasciende o puede transcender en su formación, ejecución o validez, o 

como bien lo puntualiza el doctrinante Renato Scognamiglio, ‘dos elementos se tornan 

necesarios para que pueda hablarse de negocios coligados: una pluralidad de negocios y 

la conexión entre ellos mismos’8. Cuando el vínculo de dependencia apunta en un solo 

sentido, de un contrato a los demás, se habla de una subordinación o vinculación unilateral y 

cuando es bifronte, es decir, va y viene por igual entre los distintos contratos, el lazo es mutuo 

o recíproco, de interdependencia.  

De suyo pues, que sólo ante la presencia de dos o más contratos, que en sí mismos 

considerados tienen su propio autogobierno y autonomía, ello es medular, puede darse el 

referido fenómeno, lo que excluye todos aquellos casos en que existe un sólo o único 

contrato, ya se trate de uno complejo, mixto o atípico -entre otras tipologías-, bien porque 

toma elementos de diferentes tipos contractuales preestablecidos legalmente o porque no 

corresponde a una de las formas contractuales previstas en las normas positivas, pero que, 

en definitiva, comporta la existencia de un único negocio jurídico (unicum negocial)9 (negrillas 

fuera del texto).  

                                                             
8 Collegamento negociale, en Scritti giuridici, Vol. I, Cedam, Milano, 1996, pág. 119. 
9 CSJ, SC del 25 de septiembre de 2007, Rad. n.° 2000-00528-01. 



6. Esa nueva forma de hacer los negocios, exige del derecho definir tanto el criterio para 

determinar los casos de coligamiento contractual, como los efectos jurídicos que de dicho 

instituto se desprenden, especialmente, en lo que tiene que ver con la incidencia que uno o 

unos de los contratos celebrados ejerce o ejercen sobre el otro o los otros, 

fundamentalmente, respecto de su validez, de su cumplimiento o incumplimiento y de las 

acciones que pueden adelantarse. 

7. De todos esos efectos, habida cuenta que, como ya se determinó, el análisis que se impone 

efectuar a la Corte en el presente fallo sustitutivo se circunscribe a la responsabilidad civil 

contractual endilgada al banco por incumplimiento de sus deberes de conducta, interesa aquí 

explorar únicamente los concernientes con el factor identificador del coligamiento, con la 

determinación de las obligaciones que de los contratos conjuntados se deprenden para los 

intervinientes y con la naturaleza de la acción mediante la que se reclame por la desatención 

de las mismas, a lo que se sigue: 

7.1. Sobre lo primero, basta aquí reiterar la postura que la Sala asumió en la última de las 

sentencias citadas, donde precisó: 

En este orden de ideas, necesario es, por tanto, separar los supuestos de hecho en que el 

acuerdo de los interesados determina el surgimiento de un sólo negocio jurídico o de varios, 

conectados o articulados entre sí. Para el efecto, y sin desconocer que han sido diversas las 

tesis que apuntan a establecer cuál ha de ser el elemento que permita hacer tal 

diferenciación, es del caso coincidir con el criterio mayoritario, que señala que ‘La doctrina ha 

propuesto varias soluciones con razón agrupadas en tres categorías, según que se funden 

en el elemento subjetivo (voluntad de las partes), o sobre éste integrado con un elemento 

objetivo (conexión económica de las prestaciones), o sobre un elemento objetivo. 

Descartadas las dos primeras categorías se debe, en nuestra opinión, entre las tesis 

reagrupadas en la tercera, decidirse por la que recurre a la causa, mas bien que por la que 

establece el criterio decisivo de la relación entre las diversas prestaciones. La preferencia se 

encuentra, en nuestra opinión, en la mayor seguridad que existe al basarse en un elemento 

objetivo como es, al menos para nosotros, la causa, y además en la mayor amplitud del 

concepto de causa, respecto al de relación entre prestaciones, el cual, por definición, se limita 

a los negocios patrimoniales, mientras que el problema puede ir más allá de éstos. Así que, 

aplicando el concepto de causa, el supuesto de hecho hay que considerarlo como 

constituyendo un único negocio si la causa es única (aunque conste de la conmixtión o fusión 

de varias causas) y, por el contrario, constituyendo varios negocios si se presentan varias 

causas autónomas y distintas”10 (Se subraya). 

Ahora bien, la causa de cada uno de los contratos coligados o conexos en particular, no 

puede confundirse con la del negocio, en definitiva, perseguido por los interesados, analizado 

como una operación jurídica, en sentido amplio. Esta última, de un lado, se ubica por fuera 

los contratos mismos que, como eslabones, integran la cadena que sirve a ese propósito final 

y, de otro, opera como el faro que, a la distancia, guía la ejecución de todos los actos 

necesarios para la obtención de la meta, de suerte tal que la finalidad o propósito general 

podrá ser otro al de los acuerdos o tipos negociales, en concreto, vale decir a los que se 

agrupan, articulan o se comunican, sin perder por ello su autonomía tipológica o sustantiva. 

Entender lo contrario, impondría colegir que en todos los supuestos en que la conexidad 

contractual campea, se estaría siempre en presencia de una única causa -la realización de 

la operación económica- y, por lo mismo, de un sólo negocio jurídico, independientemente de 
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la forma que tuviere, lo que significaría, per se, negar la ocurrencia del fenómeno contractual 

en cuestión. 

Por eso bien se ha dicho que ‘Es necesario observar que el coligamento funcional comporta 

la unidad del interés globalmente perseguido, lo cual no excluye que tal interés sea realizado 

a través de contratos diversos, que se caracterizan por un interés inmediato, autónomamente 

identificable, que es instrumental o parcial respecto al interés unitario perseguido mediante el 

conjunto de contratos. En los contratos coligados debe por tanto identificarse la causa parcial 

de cada uno de los contratos y la comprensiva de la operación’11. 

Por consiguiente, y sin desconocer la existencia de un motivo supracontractual, esto es, un 

móvil que, en general, sirve de apoyo a la celebración de la operación económica, in 

complexu, el examen de la causa que permita establecer la pluralidad de contratos, deberá 

efectuarse en el interior de ellos.  Se  trata  de  comprobar  si  todos  responden  a  una sola  

causa  o  a  distintas,  que  los  ligan  entre  sí.  En  la primera hipótesis, únicamente podrá 

reconocerse la  existencia  de  un  sólo  negocio  jurídico,  no  habiendo  lugar a hablar de 

conexidad contractual; en la segunda, la conclusión será distinta: existen diversos contratos  

autónomos, pero con un vínculo relevante de dependencia, ora recíproca -interdependencia, 

unos con otros-, ora unilateral -unos de otros-.  

Obsérvese, con carácter meramente ilustrativo, que en los ejemplos antes dados, cada uno 

de los contratos conexos tiene su propia causa -en sentido estricto-: la compraventa, 

transmitir el dominio del bien materia de la enajenación del vendedor al comprador; el mutuo 

o el crédito, facilitar al mutuario o tarjetabiente unos recursos económicos, así desde luego, 

claro está, estén todos permeados por un designio general: obtener un determinado bien o 

servicio que, a la postre, en muchos casos, se traducirá en el norte de la negociación, en la 

ratio de la referida operación, examinada desde una perspectiva más económica que jurídica, 

stricto sensu.  

Adicionalmente habría que notar, y he aquí otro factor de interrelación, sin que por ello se 

desvirtúe la autonomía de causas mencionada, que en el supuesto comentado, la obtención 

de tales recursos económicos apunta a sufragar, en todo o en parte, el precio de la 

compraventa, de donde la razón que subyace a la celebración del mutuo o a la consecución 

de la financiación, es la enajenación misma (subrayas fuera del texto)12. 

La definición de una coligación depende, entonces, de la existencia de una causa 

supracontractual relativa a la operación negocial que, en definitiva, persiguen los interesados, 

claramente indicativa de que los contratos agrupados están llamados a actuar como un todo, 

y no aisladamente; y del mantenimiento de las causas propias de los convenios añadidos, 

independientemente considerados, de forma que en relación con cada uno de ellos, pueda 

seguir visualizándose su existencia jurídica autónoma. 

En relación con dicho criterio objetivo, la doctrina foránea ha apuntado que “[m]uchos autores 

han tratado el tema de los contratos coligados señalando que hay ‘una pluralidad coordinada 

de contratos, cada uno de los cuales responde a una causa autónoma, aun cuando en 

conjunto tiendan a la realización de una operación económica unitaria y compleja’. Hay un 

negocio único que se desmembra en distintos contratos, como ocurre en la venta de equipos 

de computación: hay un contrato sobre el hardware, otro sobre el software, otro de asistencia. 

De este modo se prescinde de un enfoque voluntarista que encuentra el nexo en la voluntad 
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de los contratantes para pasar a un abordaje objetivo basado en la noción de causa; la 

conexión objetiva es dada por el negocio al que sirven los contratos”13. 

7.2. En lo que atañe con las obligaciones que surgen de la conjugación de contratos, cabe señalar 

que, en línea de principio, deben diferenciarse, por una parte, las de cada tipo negocial 

utilizado y, de otra, las propias del conjunto, entendido como sistema. 

Es que en el supuesto que se analiza, al lado de la pervivencia de cada convención y, por 

ende, de sus obligaciones particulares, aflora una realidad jurídica nueva y distinta de sus 

partes, que es el conjunto contractual, en sí mismo considerado, del que surgen deberes de 

conducta para todos los intervinientes, que responden al imperativo de que ese novo objeto 

se constituya debidamente, se mantenga y cumpla sus fines.  

“En las relaciones internas -explica la doctrina-, las redes presentan un nexo que está 

vinculado a la colaboración entre las partes que la integran. El elemento unificador es la 

conexidad que debemos diferenciar claramente de la integración total o parcial, de naturaleza 

societaria. La referida conexidad es un componente que fundamenta la existencia de 

elementos propios de la red como la causa sistemática, la finalidad supracontractual y la 

reciprocidad sistemática de las obligaciones. Asimismo, da origen a obligaciones 

sistemáticas, de modo que las partes tienen entre sí obligaciones principales, accesorias y 

deberes secundarios de conducta y, además, deberes referidos al sistema que integran”14 

(subrayas fuera del texto). 

En los casos de uniones de contratos, las obligaciones de los intervinientes, por lo tanto, no 

se reducen a las prestaciones propias de cada uno de los coligados; su actuación debe ir 

más allá, en tanto que, como ya se reseñó, la obtención del fin último, no depende del 

cumplimiento de las mismas, consideradas separadamente. El laborío de los interesados 

debe dirigirse también a lograr el engranaje de todas las convenciones aunadas, esto es, a 

la conformación y funcionamiento de un sistema, en el que ellas actúen como un todo.  

El coligamiento no es la simple suma de unos elementos aislados. Es su relacionamiento, 

para hacerlos actuar conjunta y armónicamente. 

Así las cosas, propio es ver que en los casos de conexidad contractual, las personas 

vinculadas a la cadena, están obligadas, en primer lugar, a celebrar de forma coordinada la 

totalidad de los contratos que se requieren para la debida configuración de la red, lo que 

deben hacer con plena sujeción al proyecto de negocio pretendido; y, en segundo término, a 

mantener el adecuado funcionamiento del sistema así constituido, por todo el tiempo que 

corresponda. 

Se trata de obligaciones que no son propias de ninguno de los contratos coligados, pero de 

cuya satisfacción depende tanto el surgimiento como la existencia del entramado contractual 

y, por sobre todo, la consecución del fin último querido por los interesados.  

Para el reconocimiento de tales deberes, basta hacer actuar el principio consagrado en los 

artículos 1603 del Código Civil y 871 del Código de Comercio, conforme a los cuales, según 

el primero, “[l]os contratos deben ejecutarse de buena fe, y por consiguiente obligan no solo 

a lo que en ellos se expresa, sino a todas las cosas que emanan precisamente de la 

naturaleza de la obligación, o que por ley pertenecen a ella”; y, según el segundo, “[l]os 

contratos deberán celebrarse y ejecutarse de buena fe y, en consecuencia, obligarán no sólo 

                                                             
13 Lorenzzeti, Ricardo Luis, ob cit., págs. 50 y 51.  
14 Lorenzzeti, Ricardo Luis, ob cit., pág. 53.  



a lo pactado expresamente en ellos, sino a todo lo que corresponda a la naturaleza de los 

mismos, según la ley, la costumbre o la equidad natural”  (subrayas fuera de los textos). 

Sobre la aplicación y desarrollo de tal principio, la Corporación, en tiempo cercano, sostuvo: 

En cuanto a esa regla de oro como es la buena fe, no solo se erige en pilar de toda 

negociación sino que, además, de su percepción dimanan otros derechos o deberes, 

precisamente, por descollar como un referente inamovible de un debido comportamiento 

contractual. La buena fe contribuye a que en la proyección, celebración, desarrollo y 

terminación de uno cualquiera de los negocios que los interesados puedan llegar a celebrar, 

concurran valores que lleven a uno u otro a comportarse a tono con lo previsto y ajustado.  

La Corte Suprema, en multitud de eventos, ha expuesto lo que sigue: 

En efecto, principio vertebral de la convivencia social, como de cualquier sistema jurídico, en 

general, lo constituye la buena fe, con sujeción a la cual deben actuar las personas -sin 

distingo alguno- en el ámbito de las relaciones jurídicas e interpersonales en las que 

participan, bien a través del cumplimiento de deberes de índole positiva que se traducen en 

una determinada actuación, bien mediante la observancia de una conducta de carácter 

negativo (típica abstención), entre otras formas de manifestación.  

Este adamantino axioma, insuflado al ordenamiento jurídico -constitucional y legal- y, en 

concreto, engastado en un apreciable número de instituciones, grosso modo, presupone que 

se actúe con honradez, probidad, honorabilidad, transparencia, diligencia, responsabilidad y 

sin dobleces. Identifícase entonces, en sentido muy lato, la bona fides con la confianza, la 

legítima creencia, la honestidad, la lealtad, la corrección y, especialmente, en las esferas 

prenegocial y negocial, con el vocablo ‘fe’, puesto que ‘fidelidad, quiere decir que una de las 

partes se entrega confiadamente a la conducta leal de la otra en el cumplimiento de sus 

obligaciones, fiando que esta no lo engañará’ (15). 

La buena fe, someramente esbozada en lo que a su alcance concierne, se torna bifronte, en 

atención a que se desdobla, preponderantemente para efectos metodológicos, en la 

apellidada 'buena fe subjetiva' (creencia o confianza), al igual que en la 'objetiva' (probidad, 

corrección o lealtad), sin que por ello se lesione su concepción unitaria que, con un carácter 

más panorámico, luce unívoca de cara al ordenamiento jurídico. Al fin y al cabo, se anticipó, 

es un principio general -e informador- del derecho, amén que un estándar o patrón jurídicos, 

sobre todo en el campo de la hermenéutica negocial y de la responsabilidad civil.  

La subjetiva, in genere, propende por el respeto -o tutela- de una determinada apariencia que 

ha sido forjada con antelación, o por una creencia o confianza específicas que se han 

originado en un sujeto, en el sentido de estar actuando con arreglo a derecho, sin perjuicio 

de que se funden, en realidad, en un equívoco, todas con evidentes repercusiones legales, 

no obstante su claro y característico tinte subjetivo (‘actitud de conciencia’ o ‘estado 

psicológico’), connatural a la situación en que se encuentra en el marco de una relación 

jurídica, por vía de ejemplo la posesoria. La objetiva, en cambio, trascendiendo el referido 

estado psicológico, se traduce en una regla -o norma- orientadora del comportamiento 

(directiva o modelo tipo conductual) que atañe al dictado de precisos deberes de conducta 

que, por excelencia, se proyectan en la esfera pre-negocial y negocial, en procura de la 

satisfacción y salvaguarda de intereses ajenos (deberes de información; de claridad o 

precisión; de guarda material de la cosa; de reserva o secreto, etc.). 
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Y al mismo tiempo es bipolar, en razón de que ambas partes deben observarla, sin que sea 

predicable, a modo de unicum, respecto de una sola de ellas (….) -Hace notar la Sala- (CSJ 

SC 2 de agosto de 2001, Exp. No. 6146, revalidado el tema, entre otras, en decisiones de 19 

de diciembre de 2006, Exp., n° 10363 y 29 de junio de 2007, Exp., n° 1998 04690 01). 

(…) Pero no solamente esa directriz juega papel preponderante  en esta clase de convenios 

(cuenta corriente); concurren, así mismo, provenientes del principio señalado en precedencia, 

lo que la doctrina y la jurisprudencia han dado en llamar ‘deberes secundarios de conducta’, 

es decir, algunas circunstancias provenientes de la naturaleza misma del negocio, amén del 

fin perseguido por los estipulantes. Entre ellos pueden citarse el de seguridad o protección, 

el de cooperación y, de no hacer más onerosa o complicada la satisfacción de los resultados 

pretendidos. Todo ello, sin duda, estará determinado por las condiciones que rodeen cada 

pacto, así como la injerencia del mismo en la dinámica social, económica, jurídica, cultural, 

etc., de la comunidad16  (subrayas fuera del texto). 

Sin duda, si el querer de los contratantes es la obtención de un negocio cuya realización exige 

la celebración de una pluralidad de acuerdos de voluntad funcionalmente vinculados entre sí, 

se impone a ellos, en aplicación del comentado principio de la buena fe, adecuar su 

comportamiento a los señalados deberes relacionados con la idónea conformación y el 

adecuado funcionamiento del sistema, en tanto que, en el caso de los circuitos contractuales, 

su cumplimiento está directamente relacionado con el logro efectivo de la operación 

económica proyectada desde el inicio por los interesados. 

En el ejemplo atrás utilizado por la Corte, no bastará a los extremos de la compraventa, 

realizar la tradición de la cosa; y a los del mutuo, como gestión completamente independiente, 

concretar el préstamo del dinero. No. El deber de los intervinientes será el de ejecutar esos 

contratos integrándolos en la forma como se concibió el negocio, o en la que mejor 

corresponda para que sirvan a la consecución del mismo, guiados por la mutua dependencia 

que los contratantes establecieron entre ellos, de modo que la enajenación sea, en verdad, 

la razón del crédito y que éste, a la vez, sea el instrumento para el pago del precio. 

En suma, el coligamiento de contratos impone a quienes integren la cadena por ellos 

conformada, el deber de atender las obligaciones propias de las convenciones conjuntadas 

y, adicionalmente, las que se derivan de la integración misma, entendida como sistema, 

particularmente, las relacionadas con su adecuada conformación y su apropiado 

funcionamiento.        

7.3. Siguiendo el hilo de la cuestión como se trae, fácil es notar que cuando el incumplimiento 

atribuido a uno de los intervinientes en la red, versa sobre los compromisos concernientes 

con el sistema, ese comportamiento no es ajeno al desarrollo contractual, sino propio de él.  

 

 

 

2. DEL APODERADO: 

 
CARLOS PAEZ MARTIN, abogado en ejercicio, quien cuenta con la infraestructura necesaria y 
los profesionales idóneos con la experiencia suficiente para garantizar que el trámite sea 
adelantado dentro del marco procesal y concursal conforme a la ley, en equidad e igualdad de 
condiciones, conforme la prelación legal. Con amplia experiencia en procesos de conciliación, 
concertación y conformación de acuerdos privados. 

                                                             
16 CSJ, SC 16496 del 16 de noviembre de 2016, Rad. n.° 1996-13623- 01. 



 
3. COMPETENCIA DEL JUEZ DEL CONCURSO: 

 
El artículo 2 de la Ley 1116 de 2006, establece que estarán sometidos a régimen de insolvencia 
las personas naturales comerciantes y jurídicas no excluidas de la aplicación del mismo, que 
realicen negocios permanentes en el territorio nacional, de carácter privado o mixto. Estas 
circunstancias hacen aplicable dicho régimen a la sociedad que represento. 
 
Por lo anterior, es usted Señor Juez del Concurso, competente para atender la solicitud 
formulada mediante el presente escrito. 

 
4. SUPUESTO DE ADMISIBILIDAD CONSAGRADO EN LA LEY 1116 DE 2006, RESPECTO DEL 

DEUDOR: 

 
La sociedad PUERTA DE ROSALES S.A., como consecuencia de las dificultades económicas 
presentes, ha incumplido una serie de obligaciones propias del giro ordinario de sus negocios, 
razón por la cual se encuentra incursa en la causal de CESACION DE PAGOS prevista en el 
artículo 9 de la Ley 1116 de 2006, las cuales me permito transcribir: 

 
“ARTICULO 9. SUPUESTOS DE ADMISIBILIDAD. El inicio del proceso de reorganización de un deudor 
supone la existencia de una situación de cesación de pagos o de incapacidad de pago inminente. 
 
1. Cesación de pagos. El deudor estará en cesación de pagos cuando: 

Incumpla el pago por más de noventa (90) días de dos (2) o más obligaciones a favor de dos (2) o más 

acreedores, contraídas en desarrollo de su actividad, o tenga por lo menos dos (2) demandas de 

ejecución presentadas por dos (2) o más acreedores para el pago de obligaciones. En cualquier caso, el 

valor acumulado de las obligaciones en cuestión deberá representar no menos del diez por ciento (10%) 

del pasivo total a cargo del deudor a la fecha de los estados financieros de la solicitud, de conformidad 

con lo establecido para el efecto en la presente ley. 

 

2.  Incapacidad de pago inminente. El deudor estará en situación de incapacidad de pago inminente, cuando 
acredite la existencia de circunstancias en el respectivo mercado o al interior de su organización o 
estructura, que afecten o razonablemente puedan afectar en forma grave, el cumplimiento normal de sus 
obligaciones, con un vencimiento igual o inferior a un año. 

 
PARÁGRAFO. En el caso de las personas naturales comerciantes, no procederá la causal de incapacidad 
de pago inminente. Para efectos de la cesación de pagos no contarán las obligaciones alimentarias, ni los 
procesos ejecutivos correspondientes a las mismas”. 

 
La sociedad, a la fecha de presentación de esta solicitud, tiene un PASIVO TOTAL que asciende 
a la suma de $30.401.529.126, de los cuales el 100% corresponde a obligaciones incumplidas 
con edad superior a los 90 días, aunado a la contingencia derivada del proceso judicial 
adelantado por el Banco Colpatria S.A., en contra del fideicomiso Uraku Suites.  

 
5. LEGITIMACION: 

 
De conformidad con lo establecido en el numeral 1 del artículo 11 de la Ley 1116 de 2006 y 
tratándose de cesación de pagos, la sociedad PUERTA DE ROSALES S.A. se encuentra 
legitimada para solicitar el inicio de un proceso de reorganización, ante esta Superintendencia. 



 
6 SOLICITUD: 

 

Me permito respetuosamente solicitar al Despacho, teniendo en cuenta los hechos expuestos y 
los anexos que hacen parte integral de esta solicitud, los cuales dan cuenta de las condiciones 
de admisibilidad y cumplimiento de los requisitos previstos, se proceda a: 
 
a. ADMITIR al proceso de reorganización empresarial contemplado en la Ley 1116 de 2006, a la 

sociedad PUERTA DE ROSALES S.A., identificada con el Nit. No. 900.156.893-5. 
b. DECRETAR las medidas cautelares y órdenes correspondientes, como efecto del inicio del proceso 

de reorganización. 
c. RECONOCER personería jurídica al suscrito, según los términos de poder conferido, para actuar 

en representación de la sociedad PUERTA DE ROSALES S.A. 
 

6.1 SOLICITUD ESPECIAL: 
 

Designar al Representante legal de la sociedad o quien haga sus veces, como PROMOTOR del 

trámite concursal, de conformidad con lo establecido en el artículo 35 de la Ley 1429 de 2010, lo cual 

se soporta en: 

 

a. La carga pecunaria de designar un Promotor inscrito ante esta Superintendencia, haría aún más 
complejo el manejo del flujo de caja. 

b. La situación financiera y económica de la sociedad no está ligada a anomalías en la administración 
de la misma, se genera por incumplimiento externo. 

c. La experiencia citada en el numeral segundo de esta solicitud, respecto de la firma de PAEZ 
MARTIN ABOGADOS SAS, asesores del deudor. 

d. La firma cuenta con la infraestructura requerida y profesionales expertos en procesos de insolvencia, 
para garantizar que el desarrollo del proceso concursal sea adelantado atendiendo las condiciones 
y plazos conforme a la Ley. Se cuenta con un grupo interdisciplinario conformado por abogados (4 
de planta), contadores, revisores fiscales, administradores de empresa, con amplia experiencia en 
procesos de reorganización, liquidación forzosa administrativa, obligatoria, etc. 

e. Páez Martin abogados SAS, cuenta entre sus colaboradores a la doctora Margarita María Mejía 
Martin, quien cuenta con más de 20 años de experiencia en procesos concursales, tales como la 
extinta Caja Agraria, empresas del Grupo Lloreda, entre otras. 
 

 

7. DE LOS REQUISITOS ESTABLECIDOS EN EL ARTICULO 13 DE LA LEY 1116 DE 2006: 

 

De acuerdo con lo establecido en el artículo 13 de la Ley 1116 de 2006, nos permitimos aportar 
la siguiente documentación exigida para admitir a la sociedad PUERTA DE ROSALES S.A. al 
proceso de reorganización empresarial: 
 
7.1 Documentos legales de la sociedad: 

 

a. Poder debidamente otorgado al suscrito por parte del representante legal de la sociedad. 
b. Certificado de existencia y representación legal de la sociedad, expedido por la Cámara de 

Comercio de Bogotá, expedido el 26 de abril de 2018.  
c. Copia de la cédula de ciudadanía del representante legal. 



d. Copia de la cédula de ciudadanía del contador de la sociedad con su respectiva tarjeta 
profesional. 

e. Copia de la cédula de ciudadanía del revisor fiscal de la sociedad con su respectiva tarjeta 
profesional. 

f. Acta de Asamblea mediante la cual se autoriza al representante legal de la sociedad, solicitar 
la admisión a trámite concursal. 

 

7.2 Supuesto de insolvencia, acompañado del pasivo mayor a 90 días.  
 

7.3 Estados financieros básicos suscritos por el representante legal, contador y el revisor fiscal, 
correspondiente a las siguientes vigencias:  
a. Estados financieros a 31 de diciembre de 2015  
b. Estados financieros a 31 de diciembre de 2017-2016. 
c. Estado de situación financiera a 30 de abril de 2018. 

 
7.4 Inventario de Activos: Se adjuntan los siguientes cuadros detallados por los siguientes rubros: 

Activo equivalente al efectivo. 

Activo por Impuestos Corrientes. 

Propiedad, Planta y Equipo. 

Inversiones en Asociadas. 

 
7.5 Inventario de Pasivos: Se adjuntan los siguientes cuadros detallados por los siguientes rubros: 

Beneficio a empleados. 

Cuentas por pagar – Proveedores. 

Cuentas por pagar – Impuestos. 

Cuentas por pagar – Obligaciones Financieras. 

Otras obligaciones- Compañías Vinculadas. 

Otras obligaciones - Acuerdos de transacción 

Provisión Costos y Gastos.  

Total Pasivo. 

 

7.6 Relación de capital social. 
 

7.7 Relación de contratos laborales. 
 

7.8 Avalúo comercial del inmueble ubicado en la Calle 65 bis No. 4-12, de fecha 8 de enero de 2016, 
elaborado por el doctor WILLIAM ROBLEDO GIRALDO, Ingeniero Catastral y Geodesta. 
 

7.9 Contratos de fiducia: 
 

a. Contrato de fiducia Mercantil de Administración – Fideicomiso Lote Proyecto Uraku Suites, 
celebrado el 23 de marzo de 2011 con ACCION SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A.  
 

b. Contrato de fiducia Mercantil de Administración – Fideicomiso Recursos Proyecto Uraku 
Suites, celebrado el 23 de marzo de 2011 con ACCION SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A.  
 

c. Certificados de tradición correspondiente a las matrículas inmobiliarias Nos. 50C-585378 y 
50C-1580435, de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Bogotá D.C. – Zona 
Centro, de fecha 26 de abril de 2018. 



 

7.10 Acuerdo de transacción suscrito entre la sociedad Puerta de Rosales S.A. y las sociedades 
Seteyco S.A. e Inversiones Cafi S.A., en mayo de 2018; a través del cual, de común acuerdo, 
rescilian el contrato de fiducia denominado Lote Proyecto Uraku Suites, para obtener la restitución 
de los inmuebles aportados y de esta forma, la sociedad Puerta de Rosales S.A., pueda operar 
el inmueble, y con base en el usufructo atender el pasivo existente. 
 

7.11 Contingencia Banco Colpatria: 
 

Acerca de la acreencia a favor de Banco Colpatria, colocamos de presente que se encuentra a 

la fecha en discusión el otorgamiento de la hipoteca por parte de ACCION SOCIEDAD 

FIDUCIARIA S.A. a favor de Banco Colpatria; razón por la cual PUERTA DE ROSALES S.A. 

instauró un proceso verbal, en contra de Banco Colpatria y Acción Sociedad Fiduciaria S.A., 

ante el juzgado 9 Civil del Circuito de Bogotá, Radicado No. 11001310300920170050200, 

radicada el 24 de agosto de 2017, proceso que se encuentra debidamente notificado a las 

Partes; mediante el cual se pretende: 

 

i. Declarar la nulidad absoluta del contrato de hipoteca contenido en la escritura pública 
número 4393 otorgada el día 23 de noviembre de 2.012, en la Notaria 62 del Círculo de 
Bogotá, por medio de la cual ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A., EN SU CALIDAD 
DE VOCERA DEL FIDEICOMISO LOTE PROYECTO URAKU SUITES, otorgó hipoteca 
abierta de cuantía indeterminada a favor de  BANCO COLPATRIA MULTIBANCA 
COLPATRIA S.A., sobre los inmuebles aportados al fideicomiso, por falta de 
consentimiento de PUERTA DE ROSALES S.A. como uno de los requisitos exigidos por 
la Ley y el Contrato de Fiducia Mercantil de fecha 23 de marzo de 2.011. 

 
En subsidio de la pretensión anterior declarar la inexistencia del contrato de 
hipoteca contenido en la escritura pública número 4393 otorgada el día 23 de 
noviembre de 2.012, en la Notaria 62 del Círculo de Bogotá, por medio de la cual 
ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A., EN SU CALIDAD DE VOCERA DEL 
FIDEICOMISO LOTE PROYECTO URAKU SUITES otorgó hipoteca abierta de 
cuantía indeterminada a favor de  BANCO COLPATRIA MULTIBANCA 
COLPATRIA S.A., sobre los inmuebles aportados al fideicomiso, por falta de 
consentimiento de PUERTA DE ROSALES S.A. como uno de los requisitos 
exigidos por la Ley y el Contrato de Fiducia Mercantil de fecha 23 de marzo de 
2.011. 

 

En subsidio de la pretensión anterior declarar la inoponibilidad frente a PUERTA 
ROSALES S.A.S., del contrato de hipoteca contenido en la escritura pública 
número 4393 otorgada el día 23 de noviembre de 2.012, en la Notaria 62 del 
Círculo de Bogotá, por medio de la cual ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A., 
EN SU CALIDAD DE VOCERA DEL FIDEICOMISO LOTE PROYECTO URAKU 
SUITES otorgó hipoteca abierta de cuantía indeterminada a favor de  BANCO 
COLPATRIA MULTIBANCA COLPATRIA S.A., sobre los inmuebles aportados al 
fideicomiso, por falta de consentimiento de mi representada como uno de los 
requisitos exigidos por la Ley y el Contrato de Fiducia Mercantil de fecha 23 de 
marzo de 2.011. 

 



En subsidio de la pretensión anterior declarar la nulidad relativa y recisión, del contrato 

de hipoteca contenido en la escritura pública número 4393 otorgada el día 23 de 

noviembre de 2.012, en la Notaria 62 del Círculo de Bogotá, por medio de la cual 

ACCIÓN SOCIEDAD FIDUCIARIA S.A., EN SU CALIDAD DE VOCERA DEL 

FIDEICOMISO LOTE PROYECTO URAKU SUITES otorgó hipoteca abierta de cuantía 

indeterminada a favor de  BANCO COLPATRIA MULTIBANCA COLPATRIA S.A., sobre 

los inmuebles aportados al fideicomiso, por falta de consentimiento de PUERTA DE 

ROSALES S.A. como uno de los requisitos exigidos por la Ley y el Contrato de Fiducia 

Mercantil de fecha 23 de marzo de 2.011. 

 

ii. Como consecuencia, ordenar la cancelación del registro del contrato de hipoteca 
contenido en la escritura pública número 4393 otorgada el día 23 de noviembre de 2.012, 
en la Notaria 62 del Círculo de Bogotá, sobre los inmuebles aportados al fideicomiso. 

 
Se anexa copia de la demanda, auto admisorio, auto medidas cautelares y consulta del 

proceso en la rama judicial, de fecha 17 de mayo de 2018. 

 

Antecedentes obligación financiera a favor de Banco Colpatria: 

  

a. Sobre el 100% de los bienes inmuebles pesa garantía hipotecaria a favor de BANCO 
COLPATRIA, con ocasión de crédito constructor obtenido, cuyas condiciones de desembolso 
se establecen en la comunicación del 29 de octubre de 2012, la cual se adjunta, por un monto 
inicial de $10.000.000.000. El primer desembolso fue realizado el 12 de diciembre de 2012. 
Posteriormente, fue solicitada ampliación del crédito por $5.000.000.000, fue aprobada una 
ampliación por $4.150.000.000. 

b. El valor total del crédito aprobado y utilizado asciende a $14.150.000.000 por concepto de 
capital. 

c. La obligación se encuentra vencida desde el 14 de agosto de 2015, según aviso de inicio de 
cobranza ejecutiva, recibida de la firma PARRA NIETO ABOGADOS, de fecha 9 de 
septiembre de 2015, con saldo a capital de $14.149.362.342,07, la cual se adjunta. 

d. El crédito otorgado por Banco Colpatria, se encuentra sobre garantizado, la obligación 
asciende a $14.150 millones de pesos  de capital y el activo refleja un valor de $80.101 
millones de pesos. El activo se encuentra en riesgo de deterioro, por cuanto cada día sin que 
pueda entrar en operación hotelera, implica costos fijos como mantenimiento, vigilancia, 
servicios públicos, mantenimiento equipos y dotación de cada una de las suites y áreas 
comunes, para lo cual la sociedad Puerta de Rosales S.A. al no contar con ingresos 
provenientes del mismo, su único activo, está imposibilitada para asumirlos. 

e. Banco Colpatria inició proceso ejecutivo hipotecario en contra de ACCION SOCIEDAD 
FIDUCIARIA S.A., en su calidad de vocera y administradora del FIDEICOMISO LOTE 
PROYECTO URAKU SUITES, radicada el 23 de noviembre de 2015, en curso ante el juzgado 
14 Civil del Circuito de Bogotá, Radicado No. 11001310301420150071200. Se anexa copia 
de la consulta del proceso en la rama judicial, de fecha 17 de mayo de 2018. 

f. Únicamente existe garantía hipotecaria a favor de Banco Colpatria, no existe prenda vigente 
a favor de ningún tercero. 
 

7.12 Certificaciones, en las cuales se hace constar que: 
 

a. La composición accionaria de la sociedad.  



b. Cumplimiento de las normas contables. 
c. La sociedad NO se encuentra incursa en causal de disolución. 
d. La sociedad NO se encuentra incursa en actos de competencia desleal. 
e. La sociedad NO tiene deudas por conceptos pensionales, por lo tanto, no está obligada a 

elaborar y presentar para aprobación cálculo actuarial. 
f. La sociedad NO tiene deudas por concepto de retenciones de carácter obligatorio a favor 

de autoridades fiscales. 
g. La sociedad SI tiene obligaciones vencidas por concepto de aportes al sistema de la 

seguridad social. 
h. La sociedad NO participa actualmente en operaciones con consorcios, uniones 

temporales y cuentas en participación. 
i. En contra de la sociedad NO existen procesos judiciales en curso; sin embargo, si existen 

procesos que afectan el activo de la misma. 
j. El activo de la sociedad se encuentra afectado por una garantía hipotecaria a favor del 

Banco Colpatria S.A.  
k. La relación de activos de la sociedad, para efectos de establecer honorarios del Promotor. 
l. La sociedad pertenece al GRUPO II, aplicando NIIF PYMES. 
m. La relación de bienes requeridos para la operación de la sociedad. 
n. La sociedad NO ha revalorizado el patrimonio. 
 

7.13 Memoria explicativa de las causas que llevaron a la empresa a la situación de insolvencia por la 
que atraviesa en la actualidad. 
 

7.14 Proyecto de calificación y graduación de acreencias de la sociedad. 
 

7.15 Proyecto de determinación de los derechos de voto correspondientes a cada acreedor. 
 

7.16 Plan de pago de las obligaciones a cargo. 
 

7.17 Flujo de caja con el cual se presente explicar la atención del pago de las obligaciones y el cual 
soporta el plan de negocios que hace parte integral de la presente solicitud. 

 

7.18 Plan de negocios de reorganización de la sociedad PUERTA DE ROSALES S.A. que contempla 
la reestructuración financiera de la sociedad. 

 

8 NOTIFICACIONES: 
 

a. La sociedad será notificada en la Carrera 8 No. 56-24 de la ciudad de Bogotá D.C., correo 
electrónico: csc.contabilidad@gmail.com 
 

b. El suscrito en la Secretaría del Grupo de Apoyo Judicial de la Superintendencia de Sociedades, o 
en la Carrera 4 A No. 67-30, Oficina 301 de la ciudad de Bogotá D.C. Correo electrónico: 

paezmartinabogados@gmail.com 

 
Cordialmente, 

 
CARLOS PAEZ MARTIN  
C.C. 80.094.563 expedida en Bogotá 
T.P. No. 152.563 del C. S. de la J.  
 


